
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo  6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial  o
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de
terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido
en los términos dispuestos por la  ley.  El  derecho a la  información será garantizado por  el
Estado.

Párrafo reformado DOF 13-11-2007, 11-06-2013

 
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a

buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
Párrafo adicionado DOF 11-06-2013

 
El  Estado  garantizará  el  derecho  de  acceso  a  las  tecnologías  de  la  información  y

comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de
banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia
efectiva en la prestación de dichos servicios.

Párrafo adicionado DOF 11-06-2013

 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

Párrafo adicionado DOF 11-06-2013

 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el

Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes
principios y bases:

Párrafo reformado (para quedar como apartado A) DOF 11-06-2013

 
I.      Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo

de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos,
fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato
que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal,
estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones
de interés  público  y  seguridad  nacional,  en los  términos  que  fijen  las  leyes.  En  la
interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los
sujetos  obligados  deberán  documentar  todo  acto  que  derive  del  ejercicio  de  sus
facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo
los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.

Fracción reformada DOF 07-02-2014

 
II.    La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en

los términos y con las excepciones que fijen las leyes.
 
III.   Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá

acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de
éstos.

 
IV.   Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión

expeditos  que  se  sustanciarán  ante  los  organismos  autónomos  especializados  e
imparciales que establece esta Constitución.

Fracción reformada DOF 07-02-2014

 
V.    Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos

actualizados  y  publicarán,  a  través  de  los  medios  electrónicos  disponibles,  la
información completa y actualizada sobre el  ejercicio de los recursos públicos y los
indicadores que permitan rendir  cuenta del  cumplimiento de sus objetivos  y  de los
resultados obtenidos.

Fracción reformada DOF 07-02-2014

 

http://info4.juridicas.unam.mx/ijure/fed/9/default.htm?s=


VI.   Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública
la  información  relativa  a  los  recursos  públicos  que  entreguen a  personas físicas  o
morales.

 
VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será

sancionada en los términos que dispongan las leyes.
Párrafo con fracciones adicionado DOF 20-07-2007

 
VIII.              La Federación contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial,

colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica,
de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su
organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de acceso
a la  información pública y  a  la  protección de datos personales en posesión de los
sujetos obligados en los términos que establezca la ley.

 
El organismo autónomo previsto en esta fracción, se regirá por la ley en materia de
transparencia y acceso a la información pública y protección de datos personales en
posesión de sujetos obligados, en los términos que establezca la ley general que emita
el  Congreso  de  la  Unión  para  establecer  las  bases,  principios  generales  y
procedimientos del ejercicio de este derecho.
 
En su funcionamiento se regirá por los principios de certeza, legalidad, independencia,
imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y máxima publicidad.
 
El organismo garante tiene competencia para conocer de los asuntos relacionados con
el acceso a la información pública y la protección de datos personales de cualquier
autoridad,  entidad,  órgano u organismo que forme parte  de alguno de los Poderes
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y
fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicatos que reciba y
ejerza  recursos  públicos  o  realice  actos  de  autoridad  en  el  ámbito  federal;  con
excepción de aquellos asuntos jurisdiccionales que correspondan a la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, en cuyo caso resolverá un comité integrado por tres ministros.
También conocerá de los recursos que interpongan los particulares respecto de las
resoluciones de los organismos autónomos especializados de los estados y el Distrito
Federal  que  determinen  la  reserva,  confidencialidad,  inexistencia  o  negativa  de  la
información, en los términos que establezca la ley.
 
El  organismo garante federal  de oficio  o a  petición fundada del  organismo garante
equivalente del estado o del Distrito Federal, podrá conocer de los recursos de revisión
que por su interés y trascendencia así lo ameriten.
 
La ley establecerá aquella información que se considere reservada o confidencial.
 
Las resoluciones del organismo garante son vinculatorias, definitivas e inatacables para
los sujetos obligados. El Consejero Jurídico del Gobierno podrá interponer recurso de
revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos que establezca
la ley, sólo en el caso que dichas resoluciones puedan poner en peligro la seguridad
nacional conforme a la ley de la materia.
 
El  organismo garante se integra por  siete  comisionados.  Para su nombramiento,  la
Cámara de Senadores,  previa  realización  de una  amplia  consulta  a  la  sociedad,  a
propuesta de los grupos parlamentarios, con el voto de las dos terceras partes de los
miembros presentes, nombrará al comisionado que deba cubrir la vacante, siguiendo el
proceso establecido en la ley. El nombramiento podrá ser objetado por el Presidente de
la República en un plazo de diez días hábiles.  Si el  Presidente de la República no
objetara el nombramiento dentro de dicho plazo, ocupará el cargo de comisionado la
persona nombrada por el Senado de la República.
 
En caso de que el Presidente de la República objetara el nombramiento, la Cámara de
Senadores nombrará una nueva propuesta, en los términos del párrafo anterior, pero
con una votación de las tres quintas partes de los miembros presentes. Si este segundo



nombramiento fuera objetado, la Cámara de Senadores, en los términos del párrafo
anterior,  con  la  votación  de  las  tres  quintas  partes  de  los  miembros  presentes,
designará al comisionado que ocupará la vacante.
 
Los  comisionados  durarán  en  su  encargo  siete  años  y  deberán  cumplir  con  los
requisitos previstos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de esta Constitución,
no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados
en instituciones docentes, científicas o de beneficencia, sólo podrán ser removidos de
su cargo en los términos del Título Cuarto de esta Constitución y serán sujetos de juicio
político.
 
En la conformación del organismo garante se procurará la equidad de género.
 
El comisionado presidente será designado por los propios comisionados, mediante voto
secreto, por un periodo de tres años, con posibilidad de ser reelecto por un periodo
igual; estará obligado a rendir un informe anual ante el Senado, en la fecha y en los
términos que disponga la ley.
 
El organismo garante tendrá un Consejo Consultivo, integrado por diez consejeros, que
serán elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la
Cámara  de  Senadores.  La  ley  determinará  los  procedimientos  a  seguir  para  la
presentación de las propuestas por la propia Cámara. Anualmente serán sustituidos los
dos  consejeros  de  mayor  antigüedad  en  el  cargo,  salvo  que  fuesen  propuestos  y
ratificados para un segundo periodo.
 
La ley establecerá las medidas de apremio que podrá imponer el organismo garante
para asegurar el cumplimiento de sus decisiones.
 
Toda  autoridad  y  servidor  público  estará  obligado  a  coadyuvar  con  el  organismo
garante y sus integrantes para el buen desempeño de sus funciones.
 
El organismo garante coordinará sus acciones con la entidad de fiscalización superior
de  la  Federación,  con  la  entidad  especializada  en  materia  de  archivos  y  con  el
organismo  encargado  de  regular  la  captación,  procesamiento  y  publicación  de  la
información estadística  y  geográfica,  así  como con los organismos garantes de los
estados y el Distrito Federal,  con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas del
Estado Mexicano.

Fracción adicionada DOF 07-02-2014

Artículo  8o. Los  funcionarios y  empleados públicos  respetarán el  ejercicio  del  derecho de
petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en
materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.

 
A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la

cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.
Artículo original DOF 05-02-1917

Artículo  16. Nadie  puede  ser  molestado  en  su  persona,  familia,  domicilio,  papeles  o
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y
motive la causa legal del procedimiento.

 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación

y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la
ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de
datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud
públicas o para proteger los derechos de terceros.

Párrafo adicionado DOF 01-06-2009

 
No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda

denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa
de libertad y  obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista  la
probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.

Párrafo reformado DOF 01-06-2009. Fe de erratas DOF 25-06-2009



 
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a

disposición  del  juez,  sin  dilación  alguna  y  bajo  su  más  estricta  responsabilidad.  La
contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.

 
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un

delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de
la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un
registro inmediato de la detención.

 
Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el

riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando
no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el
Ministerio  Público  podrá,  bajo  su  responsabilidad,  ordenar  su  detención,  fundando  y
expresando los indicios que motiven su proceder.

 
En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá

inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.
 
La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia

organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y tiempo
que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el
éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo
fundado  de  que  el  inculpado  se  sustraiga  a  la  acción  de  la  justicia.  Este  plazo  podrá
prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le
dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días.

 
Por  delincuencia  organizada  se  entiende  una  organización  de  hecho  de  tres  o  más

personas, para cometer delitos en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la
materia.

 
Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho

horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad
judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia
organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal.

 
En  toda  orden  de  cateo,  que  sólo  la  autoridad  judicial  podrá  expedir,  a  solicitud  del

Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que
hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la
diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos
propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que
practique la diligencia.

 
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto

que atente contra la libertad y privacía  de las mismas, excepto cuando sean aportadas de
forma voluntaria  por  alguno de los particulares que participen en ellas.  El  juez valorará el
alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un
delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que
establezca la ley.

 
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la

ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar
la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá
fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de intervención,
los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas
autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o
administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su defensor.

 
Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata,

y  por  cualquier  medio,  las  solicitudes  de  medidas  cautelares,  providencias  precautorias  y



técnicas  de  investigación  de  la  autoridad,  que  requieran  control  judicial,  garantizando  los
derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente
de  todas  las  comunicaciones  entre  jueces  y  Ministerio  Público  y  demás  autoridades
competentes.

 
Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes.

Los  resultados  de  las  intervenciones  que  no  cumplan  con  éstos,  carecerán  de  todo  valor
probatorio.

 
La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse

de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los
libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales,
sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los
cateos.

 
La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y

su violación será penada por la ley.
 
En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la

voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán
exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos que establezca la
ley marcial correspondiente.

Artículo reformado DOF 03-02-1983, 03-09-1993, 03-07-1996, 08-03-1999, 18-06-2008

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan la Federación, los estados, los
municipios,  el  Distrito  Federal  y  los  órganos político-administrativos  de  sus  demarcaciones
territoriales, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para
satisfacer los objetivos a los que estén destinados.

Párrafo reformado DOF 07-05-2008

 
Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas

que establezcan, respectivamente, la Federación, los estados y el Distrito Federal, con el objeto
de propiciar que los recursos económicos se asignen en los respectivos presupuestos en los
términos del párrafo anterior. Lo anterior, sin menoscabo de lo dispuesto en los artículos 74,
fracción VI y 79.

Párrafo adicionado DOF 07-05-2008

 
Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de

servicios  de  cualquier  naturaleza  y  la  contratación  de obra  que  realicen,  se  adjudicarán  o
llevarán  a  cabo  a  través  de  licitaciones  públicas  mediante  convocatoria  pública  para  que
libremente  se  presenten  proposiciones  solventes  en  sobre  cerrado,  que  será  abierto
públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a
precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

 
Cuando las licitaciones a que hace referencia el  párrafo anterior  no sean idóneas para

asegurar  dichas  condiciones,  las  leyes  establecerán  las  bases,  procedimientos,  reglas,
requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y
honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado.

 
El manejo de recursos económicos federales por parte de los estados, los municipios, el

Distrito Federal  y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales,  se
sujetará a las bases de este artículo  y  a las leyes reglamentarias.  La evaluación sobre el
ejercicio de dichos recursos se realizará por las instancias técnicas de las entidades federativas
a que se refiere el párrafo segundo de este artículo.

Párrafo reformado DOF 07-05-2008

 
Los  servidores  públicos  serán  responsables  del  cumplimiento  de  estas  bases  en  los

términos del Título Cuarto de esta Constitución.
 



Los servidores públicos de la Federación, los Estados y los municipios, así como del Distrito
Federal y sus delegaciones, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los
recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia
entre los partidos políticos.

Párrafo adicionado DOF 13-11-2007

 
La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difundan como tales,

los  poderes  públicos,  los  órganos  autónomos,  las  dependencias  y  entidades  de  la
administración pública y cualquier  otro  ente de los tres órdenes de gobierno,  deberá tener
carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso
esta  propaganda  incluirá  nombres,  imágenes,  voces  o  símbolos  que  impliquen  promoción
personalizada de cualquier servidor público.

Párrafo adicionado DOF 13-11-2007

 
Las leyes, en sus respectivos ámbitos de aplicación, garantizarán el estricto cumplimiento

de lo previsto en los dos párrafos anteriores, incluyendo el régimen de sanciones a que haya
lugar.

Párrafo adicionado DOF 13-11-2007
Artículo reformado DOF 28-12-1982

 


